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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN ESTATAL – Principios – Inhabilidades – Carácter taxativo

La participación en los procesos de contratación estatal se rige por los principios de libre concurrencia, igualdad, transparencia y selección objetiva, razón por la cual toda restricción al derecho de participar constituye una excepción que debe encontrarse expresamente prevista en la Constitución o en la ley. En consecuencia, las inhabilidades e incompatibilidades son de creación exclusivamente constitucional o legal, tienen carácter taxativo y son de interpretación restrictiva, sin que resulte admisible extenderlas por analogía a supuestos no contemplados expresamente por el legislador.

INHABILIDADES – Literales g) y h) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 – Concurrencia de sociedades vinculadas – No configuración

La circunstancia consistente en que una misma persona natural ostente simultáneamente la representación legal y la participación accionaria mayoritaria de dos sociedades que presentan ofertas dentro de un mismo procedimiento de selección no configura las inhabilidades previstas en los literales g) y h) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993. Tales causales se estructuran sobre la existencia de vínculos de matrimonio, unión permanente o parentesco entre personas distintas que concurren al mismo procedimiento, supuesto que no se presenta cuando una sola persona ejerce el control de dos personas jurídicas diferentes.

SITUACIONES DE CONTROL – Deber de revelación de los proponentes – Deber de verificación de la entidad – Decreto 1600 de 2024

Cuando una misma persona natural ostenta en dos sociedades la representación legal y una participación accionaria mayoritaria, se configura una situación de control en los términos de los artículos 260 y 261 del Código de Comercio. En el ámbito de la contratación estatal, el artículo 2.1.4.3.2.1 del Decreto 1081 de 2015, modificado por el Decreto 1600 de 2024, establece el deber de los proponentes de revelar dicha situación y el deber correlativo de las entidades de verificarla. Si del análisis correspondiente se advierten circunstancias que puedan afectar la libertad de concurrencia, la competencia o la pluralidad real de oferentes, la entidad debe evaluar la necesidad de poner tales hechos en conocimiento de los organismos competentes y solicitar, cuando corresponda, acompañamiento preventivo.

CAUSALES DE RECHAZO – Concurrencia de proponentes con representante legal y accionista mayoritario común – Límites de la potestad de configuración del pliego

Las entidades estatales pueden incorporar en los pliegos de condiciones causales de rechazo claras, expresas, razonables, esenciales y proporcionales, orientadas a preservar la autenticidad de la competencia y la comparación objetiva de las ofertas. Sin embargo, no pueden estructurar dichas causales sobre la sola circunstancia de que dos oferentes compartan representante legal o accionista mayoritario, pues ello equivaldría a crear una inhabilidad no prevista por el legislador. Las causales deben fundarse en circunstancias objetivas y verificables, tales como el incumplimiento del deber de declarar situaciones de control o la constatación de elementos que evidencien que las ofertas no fueron elaboradas de manera independiente, sin que corresponda a la entidad calificar la existencia de acuerdos colusorios, competencia atribuida a la Superintendencia de Industria y Comercio.
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Señor
Robinson Cerquera Manchola
ing_rocer@hotmail.com  
Bogotá D.C.
 
	
	Concepto C- 966 de 2026

	Temas:                   
	RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN ESTATAL – Principios – Inhabilidades – Carácter taxativo / INHABILIDADES – Literales g) y h) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 – Concurrencia de sociedades vinculadas – No configuración / SITUACIONES DE CONTROL – Deber de revelación de los proponentes – Deber de verificación de la entidad – Decreto 1600 de 2024 / CAUSALES DE RECHAZO – Concurrencia de proponentes con representante legal y accionista mayoritario común – Límites de la potestad de configuración del pliego 
 

	Radicación:           
	Respuesta a consulta con radicado N.º 1_2026_06_12_007995.




Estimado señor Cerquera;
 
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde a su solicitud radicada ante esta entidad el 12 de junio de 2026 en la cual manifiesta lo siguiente: “Puede presentarse en la misma licitación pública dos empresas SAS, en cuyo caso es el mismo representante legal con participación accionario-mayoritaria en ambas empresas”. 
De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.       
 Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 
 
I. Problema planteado:
 
De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Pueden dos sociedades por acciones simplificadas presentar ofertas dentro de una misma licitación pública cuando una misma persona natural ostenta en ambas la representación legal y la participación accionaria mayoritaria?
 
II. Respuesta:
 
	En respuesta a su consulta debe señalarse que, en principio, dos sociedades por acciones simplificadas pueden presentar ofertas en una misma licitación pública, aunque una misma persona natural ostente en ambas la representación legal y la participación accionaria mayoritaria, sin perjuicio de los deberes de revelación y de verificación que se explican a continuación. Ello es así por las siguientes razones.
La participación en los procesos de contratación estatal se rige por los principios de libre concurrencia, igualdad, transparencia y selección objetiva, de modo que toda restricción al derecho de participar constituye una excepción que debe encontrarse expresamente prevista en la Constitución o en la ley. Por ello, las causales de inhabilidad e incompatibilidad son de creación exclusivamente constitucional o legal, taxativas y de interpretación restrictiva, sin que sea admisible extenderlas por analogía a supuestos que el legislador no contempló.
Bajo esa premisa, las inhabilidades que el ordenamiento previó específicamente para la concurrencia de proponentes vinculados entre sí en un mismo procedimiento son las de los literales g) y h) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993. El primero se estructura sobre el vínculo conyugal o de compañeros permanentes y sobre el parentesco dentro de los grados allí señalados respecto de otra persona que haya presentado propuesta formalmente para la misma licitación o concurso. El segundo inhabilita a las sociedades distintas de las anónimas abiertas cuando su representante legal o cualquiera de sus socios tenga alguno de esos vínculos con el representante legal o con cualquiera de los socios de otra sociedad que haya presentado propuesta para el mismo procedimiento. En ambos casos el supuesto de hecho es la relación conyugal o de parentesco entre personas distintas, no la identidad de una misma persona natural que concentra en dos proponentes la representación legal y la participación mayoritaria. En consecuencia, esa circunstancia, considerada en sí misma, no configura las inhabilidades citadas.
Por la misma razón, el artículo 2.2.1.1.2.2.5 del Decreto 1082 de 2015 —conforme al cual la Entidad Estatal debe dejar constancia de la fecha y hora de recibo de las ofertas para determinar cuál fue la primera presentada en el tiempo— no resulta aplicable a la hipótesis consultada. Se trata de una regla instrumental destinada exclusivamente a identificar cuál de los proponentes emparentados queda inhabilitado conforme a los literales g) y h), y no de una regla general de exclusión aplicable a cualquier vínculo entre oferentes.
Lo anterior no significa que la situación descrita sea jurídicamente irrelevante. Cuando una misma persona natural ostenta en dos sociedades la representación legal y una participación accionaria mayoritaria, se configura una situación de control en los términos de los artículos 260 y 261 del Código de Comercio, subrogados por los artículos 26 y 27 de la Ley 222 de 1995, pues el poder de decisión de ambas se encuentra sometido a una misma voluntad. Ambas sociedades son subordinadas de un mismo controlante —no matriz y subordinada entre sí— y solo conformarán un grupo empresarial si a la situación de control se suma la unidad de propósito y dirección de que trata el artículo 28 de la misma ley. De esa circunstancia se deriva el deber de inscribir la situación de control en el registro mercantil de todas las sociedades vinculadas, conforme al artículo 30 de la Ley 222 de 1995, información que se encuentra disponible en los certificados de existencia y representación legal y que las entidades pueden consultar directamente.
En el ámbito de la contratación estatal, el artículo 2.1.4.3.2.1 del Decreto 1081 de 2015, modificado por el Decreto 1600 de 2024, regula específicamente esta materia. La disposición ordena a las entidades allí destinatarias verificar la existencia de situaciones de control de las personas jurídicas oferentes y de los proponentes plurales, en los términos de los artículos 260 y 261 del Código de Comercio, y establece correlativamente un deber de revelación a cargo de los proponentes, quienes dentro de los tres días siguientes al cierre definitivo de la presentación de ofertas deben poner de presente si son controlantes, controladas o comparten alguna de esas condiciones con otras personas que participen en el mismo procedimiento. Cuando del examen correspondiente se adviertan circunstancias que puedan afectar la libertad de concurrencia o de competencia, o la pluralidad real de oferentes, la entidad debe evaluar la necesidad de poner tales situaciones en conocimiento de los entes de control competentes y, de ser necesario, solicitar su acompañamiento preventivo. El ordenamiento no anuda, pues, a la existencia de una situación de control entre proponentes la exclusión de sus ofertas, sino un deber de revelación, un deber de verificación y, eventualmente, un deber de traslado.
En principio, este deber se predica de las entidades señaladas en el artículo 2.1.4.3.1.2 del mismo decreto, esto es, de las entidades y empresas del Estado del orden nacional pertenecientes a la Rama Ejecutiva del Poder Público, según lo ha explicado esta Subdirección. No obstante, las demás entidades estatales no quedan por ello relevadas de verificar las situaciones de control de los proponentes, pues esa información resulta necesaria para prevenir inhabilidades y conflictos de interés y para garantizar la selección objetiva; respecto de ellas, sin embargo, el fundamento del deber no es el Decreto 1600 de 2024, sino los principios de transparencia y de selección objetiva y las reglas que la propia entidad incorpore en los documentos del proceso, entre ellas la exigencia de declaración juramentada sobre la inexistencia de inhabilidades e incompatibilidades y sobre la revelación de los vínculos societarios.
La revelación cumple una función precisa: permitir que la entidad valore si las ofertas presentadas son efectivamente autónomas e independientes. El deber de selección objetiva previsto en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 supone que la comparación de propuestas se realice entre ofertas formuladas con independencia unas de otras; cuando dos proponentes están sometidos a un mismo poder de decisión, la pluralidad puede resultar meramente aparente, con la consiguiente afectación de la igualdad entre los participantes y de la finalidad misma del procedimiento. Conviene precisar el sentido del reproche. Cuando dos sociedades se encuentran sometidas a un mismo centro de decisión, lo que puede resultar comprometido no es tanto la existencia de un acuerdo entre competidores independientes —que supone dos voluntades autónomas— como la autenticidad misma de la concurrencia, en la medida en que una sola unidad de decisión concurre dos veces al procedimiento. De allí que la expresión que emplea el reglamento sea, precisamente, la de "pluralidad real de oferentes", y que el bien jurídico que se protege sea la comparabilidad efectiva de las propuestas antes que la represión de una conducta anticompetitiva, cuya calificación corresponde en todo caso a la autoridad competente. Corresponde a la entidad, en cada caso concreto y con fundamento en los elementos de juicio disponibles, establecer si tal circunstancia se presenta.
En cuanto a la posibilidad de prever esta situación como causal de rechazo, las entidades pueden incorporar en el pliego de condiciones causales previamente establecidas, claras, expresas, razonables, esenciales y proporcionadas, conforme a los criterios decantados por la jurisprudencia del Consejo de Estado. Esa facultad encuentra, sin embargo, dos límites. El primero, y principal, es la reserva constitucional y legal en materia de inhabilidades: la causal no puede estructurarse sobre una calidad subjetiva del proponente —como lo sería excluir a quien comparte representante legal o socio mayoritario con otro oferente—, pues ello equivaldría a crear por vía contractual una inhabilidad que el legislador no previó. Su fundamento debe ser una circunstancia objetiva y verificable que afecte la comparación de las propuestas, esto es, la ausencia de autonomía e independencia de las ofertas y la consiguiente pluralidad aparente del procedimiento, o bien el incumplimiento del deber de declarar los vínculos societarios exigido en los documentos del proceso. El segundo límite es que la causal no puede comportar una calificación administrativa sobre la existencia de un acuerdo colusorio, materia cuya competencia es privativa de la Superintendencia de Industria y Comercio. Adicionalmente, el principio de proporcionalidad aconseja que, antes del rechazo, la entidad prevea la posibilidad de que los interesados manifiesten cuál de las ofertas se mantiene. 
De ambos límites se sigue que el supuesto de hecho de la causal debe consistir en un hecho objetivo, documentable y verificable por la entidad sin necesidad de emitir juicio alguno sobre la licitud de la conducta de los proponentes a la luz del régimen de protección de la competencia. Responden a esa exigencia, entre otras, las causales fundadas en el incumplimiento del deber de declarar las situaciones de control y los vínculos societarios exigido en los documentos del proceso; en la inexactitud o falsedad de esa declaración, sin perjuicio de los traslados a que haya lugar; y en la constatación de circunstancias materiales que evidencien que las ofertas no fueron elaboradas de manera independiente, tales como la coincidencia de los soportes, cotizaciones o documentos técnicos aportados por los distintos proponentes. No satisface esa exigencia, en cambio, una causal redactada en términos genéricos de "ausencia de autonomía" o de "coordinación" entre oferentes, pues su aplicación demandaría de la entidad precisamente el juicio que le está vedado.
En aplicación del principio de proporcionalidad, la entidad debe requerir previamente a los proponentes para que aclaren o complementen la información sobre sus vínculos y garantizar el ejercicio del derecho de contradicción durante el traslado del informe de evaluación, antes de adoptar cualquier decisión de rechazo. No resulta procedente, en cambio, prever mecanismos que permitan a los proponentes vinculados elegir, una vez cerrado el procedimiento, cuál de las ofertas se mantiene: tal mecanismo supone la aplicación de una exclusión que la ley no consagró y permitiría conservar la oferta mejor posicionada con conocimiento de las demás, con lo cual agravaría el riesgo que se pretende conjurar.
Finalmente, debe advertirse que en los procesos regidos por Documentos Tipo las causales de rechazo integran el articulado inalterable, en los términos del artículo 1 de la Ley 2022 de 2020, que modificó el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018, de modo que la entidad no puede adicionarlas y deberá estarse a las allí previstas.".
En el plano del derecho de la competencia, el numeral 9 del artículo 47 del Decreto Ley 2153 de 1992 califica como contrarios a la libre competencia los acuerdos que tengan por objeto la colusión en licitaciones o concursos, o como efecto la distribución de adjudicaciones o la fijación concertada de los términos de las propuestas. Sin embargo, la colusión no se presume: su acreditación exige valoración probatoria de las circunstancias concretas, generalmente por vía indiciaria, y la competencia para adelantar la investigación y adoptar las medidas correspondientes —incluida la suspensión de las conductas como medida cautelar— radica de manera privativa en la Superintendencia de Industria y Comercio, en su condición de autoridad nacional única de protección de la competencia, conforme al artículo 6 de la Ley 1340 de 2009. 
Por ello, cuando la entidad advierta indicios de acuerdos restrictivos debe trasladarlos a dicha autoridad y, si los hechos pudieran ser constitutivos del delito previsto en el artículo 410A del Código Penal, adicionado por el artículo 27 de la Ley 1474 de 2011, a la Fiscalía General de la Nación, sin que le corresponda calificar administrativamente la existencia de la práctica. El solo traslado a las autoridades competentes no justifica, por sí mismo, la suspensión del procedimiento de selección, cuyas etapas se rigen por términos preclusivos y perentorios; ello no obsta para que la entidad, de manera excepcional y debidamente motivada, adopte esa decisión cuando existan circunstancias objetivas que comprometan la selección objetiva.
En síntesis, el hecho de que una misma persona natural sea representante legal y accionista mayoritario de dos sociedades por acciones simplificadas que concurren a una misma licitación pública no configura, por sí solo, una inhabilidad legal ni una causal automática de rechazo de las ofertas. Genera, en cambio, los deberes de revelación y de verificación previstos en el artículo 2.1.4.3.2.1 del Decreto 1081 de 2015, modificado por el Decreto 1600 de 2024, y, cuando el examen correspondiente advierta afectaciones a la pluralidad real de oferentes, el deber de trasladar la situación a los entes de control competentes. Constituye asimismo una circunstancia que genera deberes de revelación, que debe ser verificada por la entidad y que resulta relevante para valorar la autonomía de las propuestas, la eventual configuración de conflictos de interés y la posible existencia de prácticas restrictivas de la competencia, cuya calificación corresponde a las autoridades competentes. En los procesos no regidos por Documentos Tipo, la entidad puede prever causales de rechazo dirigidas a preservar la autenticidad de la competencia, siempre que se ajusten a los límites y condiciones señalados.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones particulares relacionadas con la concurrencia de proponentes vinculados entre sí corresponde a quienes tengan interés directo en el respectivo proceso contractual, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



 
III. Razones de la respuesta:
 
Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 
 
De manera preliminar resulta pertinente indicar que el régimen de contratación estatal colombiano se encuentra estructurado sobre los principios de libre concurrencia, igualdad, transparencia y selección objetiva, los cuales garantizan el acceso de los particulares a los procedimientos de selección pública en condiciones de igualdad y sin restricciones distintas de aquellas expresamente previstas por el ordenamiento jurídico. En consecuencia, toda limitación al derecho de participar en los procesos de contratación constituye una excepción a la regla general de libre acceso al Sistema de Compra Pública y, por ello, debe encontrarse expresamente prevista en la Constitución o en la ley. Esta conclusión encuentra fundamento en los artículos 13, 333 y 334 de la Constitución Política, en los artículos 24 y 29 de la Ley 80 de 1993 y en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, así como en la jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado según la cual las inhabilidades e incompatibilidades son de creación exclusivamente constitucional o legal, tienen carácter taxativo y son de interpretación restrictiva, razón por la cual no admiten aplicaciones analógicas ni extensivas[footnoteRef:1].  [1:  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-415 de 1994, C-353 de 2009 y C-1016 de 2012; Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto 2327 de 2017.] 

 A partir de dicha premisa, resulta necesario verificar si el supuesto consultado se encuentra comprendido dentro de alguna de las inhabilidades previstas por el legislador. El análisis conduce particularmente a los literales g) y h) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, disposiciones que regulan situaciones en las cuales dos oferentes vinculados entre sí concurren a un mismo procedimiento de selección. El literal g) establece una inhabilidad para las personas que tengan vínculos de matrimonio, unión permanente o parentesco dentro de determinados grados respecto de otra persona que haya presentado propuesta para la misma licitación o concurso, mientras que el literal h) extiende dicha restricción a determinadas sociedades cuyos representantes legales o socios tengan esos mismos vínculos con los representantes legales o socios de otra sociedad participante en el mismo procedimiento.
 La finalidad de estas normas consiste en evitar que personas formalmente diferentes, pero unidas por vínculos familiares o conyugales, participen simultáneamente en un mismo procedimiento generando una apariencia de competencia susceptible de afectar la transparencia de la selección. Sin embargo, el supuesto de hecho descrito por el legislador exige necesariamente la existencia de personas distintas vinculadas entre sí por relaciones de parentesco o afinidad. La hipótesis consultada es diferente, pues no existe una pluralidad de personas relacionadas por vínculos familiares, sino una única persona natural que ejerce simultáneamente la representación legal y el control societario de dos personas jurídicas diferentes. Por esta razón, y dado el carácter taxativo de las inhabilidades, no resulta jurídicamente viable extender el alcance de los literales g) y h) del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 para comprender una situación que el legislador no incluyó dentro de la prohibición legal[footnoteRef:2].  [2:  Ley 80 de 1993: “Artículo 8. De las inhabilidades e incompatibilidades para contratar.
1o. Son inhábiles para participar en licitaciones o concursos y para celebrar contratos con las entidades estatales:
[…]
g) Quienes sean cónyuges o compañeros permanentes y quienes se encuentren dentro del segundo grado de consanguinidad o segundo de afinidad con cualquier otra persona que formalmente haya presentado propuesta para una misma licitación o concurso.
h) Las sociedades distintas de las anónimas abiertas, en las cuales el representante legal o cualquiera de sus socios tenga parentesco en segundo grado de consanguinidad o segundo de afinidad con el representante legal o con cualquiera de los socios de una sociedad que formalmente haya presentado propuesta, para una misma licitación. […]”.] 

 La anterior conclusión se ve reforzada por el artículo 2.2.1.1.2.2.5 del Decreto 1082 de 2015, disposición que ordena a las entidades estatales dejar constancia de la fecha y hora de presentación de las ofertas para determinar cuál de ellas fue radicada primero cuando se configure alguna de las inhabilidades previstas en los literales g) y h) del artículo 8 de la Ley 80 de 1993. Esta norma tiene una finalidad estrictamente instrumental, consistente en identificar cuál de los oferentes vinculados por parentesco conserva la posibilidad de participar en el procedimiento. En consecuencia, no constituye una regla general de exclusión aplicable a cualquier clase de vínculo entre proponentes ni autoriza a las entidades estatales para extender sus efectos a situaciones distintas de aquellas expresamente contempladas por la ley.
 Ahora bien, aunque la situación consultada no configura una inhabilidad, sí constituye un hecho jurídicamente relevante desde la perspectiva del derecho societario. Los artículos 260 y 261 del Código de Comercio, subrogados por los artículos 26 y 27 de la Ley 222 de 1995[footnoteRef:3], establecen que una sociedad será subordinada o controlada cuando su poder de decisión se encuentre sometido a la voluntad de otra u otras personas, entre las que la disposición comprende a las personas naturales. Cuando una misma persona natural ostenta la participación accionaria mayoritaria y la representación legal de dos sociedades, se configura una circunstancia objetiva que permite inferir la existencia de una unidad de decisión sobre ambas organizaciones empresariales. En tal supuesto las dos sociedades son subordinadas de un mismo controlante —sin que entre ellas exista relación de matriz a subordinada— y solo conformarán un grupo empresarial si a la situación de control se agrega la unidad de propósito y dirección exigida por el artículo 28 de la Ley 222 de 1995. De la sola situación de control surge, en todo caso, el deber de inscripción en el registro mercantil de todas las sociedades vinculadas previsto en el artículo 30 de la misma ley, cuyo cumplimiento se refleja en los certificados de existencia y representación legal y constituye, por ello, una fuente de verificación directamente accesible para la entidad contratante. [3: 
 Código de Comercio: “Artículo 260. Subordinación. Una sociedad será subordinada o controlada cuando su poder de decisión se encuentre sometido a la voluntad de otra u otras personas que serán su matriz o controlante, bien sea directamente, caso en el cual aquélla se denominará filial o con el concurso o por intermedio de las subordinadas de la matriz, en cuyo caso se llamará subsidiaria.
Artículo 261. Presunciones de subordinación.: Será subordinada una sociedad cuando se encuentre en uno o más de los siguientes casos:
1. Cuando más del cincuenta por ciento (50%) del capital pertenezca a la matriz, directamente o por intermedio o con el concurso de sus subordinadas, o de las subordinadas de éstas. Para tal efecto, no se computarán las acciones con dividendo preferencial y sin derecho a voto.
2. Cuando la matriz y las subordinadas tengan conjunta o separadamente el derecho de emitir los votos constitutivos de la mayoría mínima decisoria en la junta de socios o en la asamblea, o tengan el número de votos necesario para elegir la mayoría de miembros de la junta directiva, si la hubiere.
3. Cuando la matriz, directamente o por intermedio o con el concurso de las subordinadas, en razón de un acto o negocio con la sociedad controlada o con sus socios, ejerza influencia dominante en las decisiones de los órganos de administración de la sociedad.
Parágrafo 1o. Igualmente habrá subordinación, para todos los efectos legales, cuando el control conforme a los supuestos previstos en el presente artículo, sea ejercido por una o varias personas naturales o jurídicas de naturaleza no societaria, bien sea directamente o por intermedio o con el concurso de entidades en las cuales éstas posean más del cincuenta por ciento (50%) del capital o configure la mayoría mínima para la toma de decisiones o ejerzan influencia dominante en la dirección o toma de decisiones de la entidad.
Parágrafo 2o. Así mismo, una sociedad se considera subordinada cuando el control sea ejercido por otra sociedad, por intermedio o con el concurso de alguna o algunas de las entidades mencionadas en el parágrafo anterior”.] 

En este sentido, el ordenamiento contiene una disposición que se ocupa específicamente de la hipótesis consultada. El artículo 2.1.4.3.2.1 del Decreto 1081 de 2015, modificado por el Decreto 1600 de 2024, expedido en desarrollo de la Estrategia Nacional de Lucha contra la Corrupción, ordena a las entidades allí destinatarias garantizar, entre las acciones propias de su gestión contractual, la verificación de la existencia de situaciones de control, en los términos de los artículos 260 y 261 del Código de Comercio, de las personas jurídicas oferentes y de los proponentes plurales.
Para hacer operativa esa verificación, la misma disposición establece un deber correlativo a cargo de los interesados: quienes se presenten como proponentes en los procesos de selección adelantados por las entidades destinatarias del capítulo deben, dentro de los tres días siguientes al momento en que se cierre definitivamente la presentación de ofertas, poner de presente la existencia o no de situaciones de control en que participen y, en particular, si son controlantes, controladas o comparten alguna de esas condiciones con otras personas que se encuentren participando en el mismo procedimiento de contratación; tratándose de proponentes plurales, la declaración se extiende a las personas que los integran. Las entidades contratantes, a su turno, examinan esas circunstancias con fundamento en la información suministrada por los oferentes y en las demás fuentes de consulta disponibles.
La consecuencia que el reglamento asocia a ese examen resulta determinante para resolver la consulta. Cuando en desarrollo del análisis se adviertan circunstancias que pudieran implicar afectaciones a la libertad de concurrencia o de competencia, o a la pluralidad real de oferentes dentro del proceso de selección correspondiente, la entidad contratante debe evaluar la necesidad de poner tales situaciones en conocimiento de los entes de control competentes y, de ser necesario, solicitar su acompañamiento preventivo. El reglamento no dispone, por tanto, la exclusión de las ofertas de proponentes vinculados por una situación de control, sino un deber de revelación, un deber de verificación y un eventual deber de traslado. Ello confirma, desde el derecho positivo, la conclusión ya expuesta: la coincidencia de representante legal y accionista mayoritario entre dos proponentes no opera como causal de rechazo por ministerio de la ley.
Debe precisarse el ámbito subjetivo de la disposición transcrita. Los deberes allí previstos se predican de las entidades señaladas en el artículo 2.1.4.3.1.2 del Decreto 1081 de 2015, esto es, de las entidades y empresas del Estado del orden nacional pertenecientes a la Rama Ejecutiva del Poder Público, conforme lo ha explicado esta Subdirección al interpretar el alcance del Decreto 1600 de 2024 [conceptos C-586 de 2025 y C-1456 de 2025 — verificar radicados y fechas]. Lo anterior no releva a las demás entidades estatales del deber de verificar las situaciones de control de los proponentes, en la medida en que esa información resulta necesaria para prevenir inhabilidades y conflictos de interés y para asegurar la comparación objetiva de las propuestas; respecto de ellas, sin embargo, el fundamento del deber no se encuentra en el Decreto 1600 de 2024 sino en los principios de transparencia y de selección objetiva y en las reglas que cada entidad incorpore en los documentos del proceso. Cuestión distinta, que no se confunde con la anterior, es la relativa a la identificación de los beneficiarios finales, materia regulada por normas propias y con finalidades diferentes, cuyo análisis excede el objeto de la presente consulta.
 Precisamente, la existencia de vínculos de control entre oferentes adquiere relevancia en relación con el deber de selección objetiva previsto en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007. La comparación objetiva de las ofertas supone la existencia de propuestas autónomas e independientes que reflejen decisiones empresariales propias. Aunque el ordenamiento jurídico no prohíbe que dos sociedades sometidas a un mismo centro de decisión participen simultáneamente en un procedimiento de selección, sí exige que las ofertas sean reales, independientes y susceptibles de comparación efectiva. De esta manera, la revelación de los vínculos societarios permite a la entidad valorar si la pluralidad de oferentes corresponde a una competencia auténtica o si, por el contrario, existe una pluralidad meramente aparente que pueda afectar la finalidad del procedimiento contractual.
Conviene precisar la naturaleza del riesgo que se pretende conjurar, pues no coincide plenamente con el que reprime el derecho de la competencia. Este último sanciona los acuerdos entre agentes económicos independientes; cuando dos sociedades se encuentran sometidas a un mismo poder de decisión, en cambio, lo que puede verse comprometido es la autenticidad misma de la concurrencia, en la medida en que una sola unidad de decisión participa dos veces en el procedimiento. De allí que el reglamento aluda a la afectación de la "pluralidad real de oferentes" y que el interés protegido sea, en primer término, la comparabilidad efectiva de las propuestas exigida por el deber de selección objetiva, sin perjuicio de que los mismos hechos puedan ser relevantes desde la perspectiva del régimen de protección de la competencia, cuya calificación compete privativamente a la autoridad especializada.
 Lo anterior explica por qué las entidades estatales, especialmente en los procesos no sometidos a Documentos Tipo, pueden adoptar mecanismos orientados a preservar la autenticidad de la competencia. 
Conforme a la jurisprudencia del Consejo de Estado, las causales de rechazo deben encontrarse previamente definidas, responder a finalidades legítimas, ser razonables y proporcionales, y fundarse en circunstancias objetivas que afecten la comparación de las ofertas[footnoteRef:4]. Sin embargo, esta facultad encuentra un límite infranqueable en la reserva legal que gobierna el régimen de inhabilidades. En consecuencia, una entidad no puede rechazar una oferta por el simple hecho de que dos proponentes compartan representante legal o accionista mayoritario, pues ello equivaldría a crear una nueva inhabilidad no prevista por el legislador. Distinta es la situación cuando el rechazo se fundamenta en el incumplimiento de deberes de revelación exigidos por los documentos del proceso o en circunstancias objetivas que demuestren la ausencia de independencia entre las propuestas. [4:  CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, Sentencia del 4 de junio de 2008, Exp. 17783; Sentencia del 27 de abril de 2011, Exp. 18.293.] 

Ese criterio impone que el supuesto de hecho de la causal sea verificable por la entidad sin necesidad de calificar la conducta de los proponentes a la luz del régimen de protección de la competencia. Satisfacen esa exigencia, entre otras, las causales fundadas en el incumplimiento del deber de declarar las situaciones de control, en la inexactitud o falsedad de la declaración correspondiente, o en la constatación de elementos materiales que evidencien que las propuestas no fueron elaboradas de manera independiente. No la satisfacen, en cambio, las cláusulas que exigen de la entidad un juicio sobre la existencia de coordinación o de acuerdo entre oferentes. A ello se agrega que en los procesos regidos por Documentos Tipo las causales de rechazo integran el articulado inalterable, en los términos del artículo 1 de la Ley 2022 de 2020, que modificó el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018, de modo que la entidad debe estarse a las allí previstas.
 Ahora bien, el análisis debe diferenciarse de la eventual configuración de acuerdos colusorios o prácticas restrictivas de la competencia. El numeral 9 del artículo 47 del Decreto Ley 2153 de 1992 considera contrarios a la libre competencia los acuerdos que tengan por objeto la colusión en licitaciones o concursos o que produzcan como efecto la distribución de adjudicaciones o la fijación concertada de los términos de las propuestas. Sin embargo, la existencia de vínculos societarios o de una situación de control común no permite presumir la existencia de colusión. Como lo ha señalado la Superintendencia de Industria y Comercio y lo ha reiterado Colombia Compra Eficiente, la acreditación de acuerdos restrictivos de la competencia exige una valoración probatoria de las circunstancias concretas del caso, generalmente mediante la identificación de indicios graves, concordantes y convergentes[footnoteRef:5]. [5:  SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Resolución 82510 de 2020; Guía Práctica para Combatir la Colusión en las Licitaciones.] 

Esa competencia corresponde de manera privativa a la Superintendencia de Industria y Comercio en su condición de autoridad nacional única de protección de la competencia, conforme al artículo 6 de la Ley 1340 de 2009. Cuando los hechos advertidos puedan además ser constitutivos del delito de acuerdos restrictivos de la competencia en procesos de contratación pública, tipificado en el artículo 410A del Código Penal, adicionado por el artículo 27 de la Ley 1474 de 2011, la entidad debe formular la denuncia correspondiente ante la Fiscalía General de la Nación.
Por consiguiente, la coincidencia de representante legal o accionista mayoritario constituye únicamente un elemento de análisis que puede justificar verificaciones adicionales por parte de la entidad estatal, pero no permite concluir, por sí sola, la existencia de una conducta anticompetitiva ni habilita el rechazo automático de las ofertas.
 Por las razones expuestas, la circunstancia consistente en que una misma persona natural sea representante legal y accionista mayoritario de dos sociedades por acciones simplificadas que participan en una misma licitación pública no configura una inhabilidad legal ni una causal automática de rechazo. No obstante, constituye un hecho jurídicamente relevante para efectos de los deberes de revelación, la verificación de la independencia de las ofertas, la protección de la selección objetiva y la identificación de eventuales riesgos asociados a prácticas restrictivas de la competencia, materias respecto de las cuales las entidades estatales y las autoridades competentes conservan plenas facultades de control y verificación.
 Finalmente, debe advertirse que el análisis para resolver problemas específicos en torno a los procesos de contratación debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
  
IV. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
 
	· Constitución Política: artículos 13, 333 y 334.
· Ley 80 de 1993: artículos 8, numeral 1, literales g) y h); 24 y 29.
· Ley 222 de 1995: artículos 26, 27, 28 y 30.
· Ley 1150 de 2007: artículo 5, inciso primero.
· Ley 1340 de 2009: artículo 6.
· Ley 1474 de 2011: artículo 27.
· Ley 2022 de 2020: artículo 1.
· Decreto Ley 2153 de 1992: artículo 47, numeral 9.
· Código de Comercio: artículos 260 y 261.
· Decreto 1081 de 2015: artículos 2.1.4.3.1.2 y 2.1.4.3.2.1, modificados por el Decreto 1600 de 2024.
· Decreto 1082 de 2015: artículo 2.2.1.1.2.2.5.


 
V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre las causales de rechazo de la oferta esta subdirección se pronunció en los conceptos C-782 del 21 de noviembre de 2022, C-790 del 22 de noviembre de 2022, C-278 del 24 de agosto de 2023, C-128 del 13 de junio de 2024, C-429 del 16 de septiembre de 2024 y C-696 del 25 de mayo de 2026, entre otros. A su vez, sobre el alcance y el ámbito de aplicación de las obligaciones incorporadas al Decreto 1081 de 2015 por el Decreto 1600 de 2024, en particular respecto de la verificación de las situaciones de control de los proponentes, esta subdirección se pronunció en los conceptos C-586 del 25 de junio de 2025 y C-1456 del 2 de diciembre de 2025. Estos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace:https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  
  
Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica




Lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 
 
Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
 
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.
 
 
Atentamente, 
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